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SI!NTENCIA INTERLOCU'TORIA DtrL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lir¡a 22 de ocluhre de 2018

AST]NTO

Ilecurso de agravio constitucional interpuesto por doña Sadit Milagros Reto
Zapata contra la ¡esolución de fojas 388, de fecha 10 de febrero de 2017, expedida por
la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de SL¡llana, que declaró inlündada la
demanda dc autos.

FUNDAMENTOS

En la sentencia emitida en el Expedienle 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
oficia] El I'eruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el
fundamento 49, con caráctcr dc p¡ecedente. que se expedirá sentencia interlocuturir
dene galoria, diclada sin más 1rálnite. cuando se presente alguno de los sigLrieDtes

, que igualmente están contenidos eÍl cl articulo 11 del Reglamento
o del Tribunal Constitucional:

Carezca de f'undamentación la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión de Derecho contenida e¡ el recurso no sea de especial
trascendencia constitucional.
La cuestión de Derccho invocada contradiga un precedente del l'ribunal
Co11stitucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En la sentencia ¡ccaida enel Expediente 0,1610-201 l-PA/TC. publicada el 22 de
¡rarzo de 2012 en el portal web institucional. el T¡ibunal Constitucional dcclaró
inlündada la denranda de anlparo por considerar que, de conformidad con las
sentencias emitidas en los Expedicntes 00002-2010-PI/TC y 03 818-2009-PA/TC,
asi como en la Resolución 00002-201o-PI/TC, cl régimen de protección sustantivo-
reparador contra el despido a¡bitra o, previsto en el régimen laboral especial de
co,rtratacióD administrativa de servicios (CAS), guarda conlonnidad con el articulo
27 de Ia Constitución. Por esta razón, no correspondia analizar si 1os contratos
civiles suscrilos con anterioridad a la suscripció¡1 de los CAS se desnatu¡alizaron o
no, pues dicho periodo es independiente al inicio del CAS; concluyéndose quc la
relación laboral se extinguió por el vencimiento del plazo del último CAS.

3. El objeto de la dcmanda es que se reponga a ia demandante en el cargo que \enia
desernpeñando antes de haber sido despedida arbitrariamente dc Ia Municipalidad
Provincial de Talam. Considera que sc ha vulnerado su derecho al trabajo, pucs sns
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conhatos de locación de servicios y contratos administrativos de servicios se han
desnaturalizado, debido a que en los hechos realizó labores de naturaleza
permanente.

,1. El presente caso es sustancialmente igual al resuelto, de manera desestimatoria, en

cl Expediente 04610-201I-PA/TC por dos razo¡es: l) se pretende dejar sin efecto
el despido del que ha sido objeto la recurente, o¡dcnándose su rcposición en el
cargo que venia desempeñando; y 2) ambas demandas se sustentan en que
inicialmente la recurrente prestó servicios personales de fbrma ininterrumpida y
suietos a subordinación al amparo de una relación de naturaleza civil (fojas 4 y 55)
y, poste ormente) mediante contratos administrativos de seNicios (CAS),
conlorme se corobora de fojas 3 y del 56 a 127.

5. El1 consecuencia, y de lo expuesto en los fr¡ndamentos 2 a 4 supra, se verillca que
en el presente caso se ha incurrido en la causal de ¡echazo prevista en el acápite d)
del fundamerlto 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC
y en el inciso d) del artícrlo 11 del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, coüesponde declarar, sin más trámite, improcedente
el rccur.o dc ¿gravio con<liluciondl.

Por estos l'undamentos, el Tribu¡al Constitucional, con la autoridad que le
coDflcrc la Constitucjón Política del Pe¡ú, el fuldamento de voto del magistndo Saldón
dc 

-laboada, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña Bat.rera, convocado
para dirimir la discordia suscitada por el voto singular dcl magistrado Ferrero Costa.

Además, se incluye e1 fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera.

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional

l-o que ca

I
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FUNDAMENTo DE voro DEL MAGISTR Do SARDóN DE T^BoADA

Sr bien estoy de acuerdo con cl fallo dc la scntencia interlocutoria expedida en autos,
discrepo dc su fundamcntación.

tln el acáprte b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-
2011-PA/TC prcccdcnfe Vásqucz Romerc cstc Tibunal Constitucional señaló que
debe rechazarse el recurso de aglavio constifucional cuando la cuestión de Derecho qüe
conticnc no sca dc especial trascendencia constifucional.

En este caso, la pafie demandante solicita sü reposición en el püesto de trahajo. por
considerar quc fue despedida arbitradamente. Si¡ embargo, como he señalado
rcpctidamcntc cn olis votos cmitidos como magistrado de este Tribünal Constitucional,
considero que nuestra Constitución no establcce un rógimen de estabilidad laboral
absoluta.

A mi entcndcr, el dcrecho al trabajo consagrado por el artículo 22 de la CoDstituuión no
incluye la reposición. Como señalé en el voto singular quc cmiti en el Expedie¡te
05057-2013 -PA/TC, Precedente Huatüco Hualuco, el derecho altrabajo

dcbc scr cnlcndido como ld posibil¡dad de acceLler libftnente al mercddo lahoral o a
des,1nóllu la dc¡ividdd econón¡cd que uno quieru, deturo de los |ínites que la ley
es¡dble¿e pot rdzones de o en pública. Solo esta inlerpretación es consistcntc con las
Iibcf¡dcs dc conlralac;ón y trabaj o consagradas en el afículo 2', incisos I 4 y I 5 i la Iibcñad
dc c¡nprcsa cslablccida cn cl aficulo 59'; y, Ia visió¡ dinámica dcl proceso coo¡ómico
conlenida e¡ el ¿rticulo 61" dr l¡ Constitución.

Así, cuando el articulo 27 de la Constitución de 1993 establece que "la ley otorga al
trabajador protección ¿decuada contra el despido arbitra o", se refiere solo a obtenc¡
una indcmnizació¡ dctenúinada por la ley.

A mi criterio, cuando la Constituc,ón utilizó el adjeti\o drbitrario, englobó tanto al
dcspido nulo cofio al injustificarlo de los quc hablaba el Decreto Legislativo 728, l,ey
de l:omento del Empleo, dc 12 de novicmbrc de 1991.

listo es ¿sí porque, según el Diccionario dc Ia l-engua Española, drb¡Lluria cs

Sutclo a la libre volunlad o al capricho ¿ntcs quc a la lcy o a la razón.

Indcbidamcntc, la Ley 26513 promulgada cuando ya sc encontraba vigente la actual
Constitución pretendió cquiparar el despido que la Constitución dcnominó arbitrario
solo a lo que la ve¡sión original del Decreto Lcgislativo 728 llamó in¡ustificado-
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Semejante operación normativa implicaba afirmar que el despido lllo no puede ser
descrito como "sujeto a la libre volu¡tad o al capricho antes que a la ley o a la razón", lo
que es evidentemente inaceptable.

Más allá dc su deficiente lógica, 1a Ley 26513 tuvo como consecuencia resucitar la
reposición como medida de protección frente a un tipo de despido, cntrcgándoles a los
jueces poder para forz¿L¡ la continuidad de una relación de trabajo.

Esta nucva clasiñcación que se mantiene en el Texto Único Ordenado del Decrcto
Legislativo 728, Ley de Productividad y Competitjvidad Laboral, aprobado mediante
DccretoSupremo003-97-TR esinconstitucional-

Lamentablernente, este error iie ampliado por cl Tribunal Constitucional mediante los
casos Sindicato Telefónica (2002) y Llanos Huasco (2003), er los que dispuso que
cor¡cspondia la reposición incluso lrente aldespido arbitrario.

Al tiempo que extraio ia reposición de la existencia del amparo laboral, Llanos Huasco
prctcndió que se distinguiera entre e1 despido nulo, el incausado y el fraudulento. Asi,
si no convcncia, al menos confundi¡ia.

A mi crite o, la proscripción constitucional dc la reposición iDcluye, ciertamcnte, a los
trabajado¡cs dcl llstado sujetos al Decreto Legislativo 276 o a cualquier otro régrmcn
laboral público.

La Constitución de 1993 evitó cuidadosamente utilizar el término "estabilidad laboral",
con el que tanto sr¡ predecesora de 1979 como el Decreto Legislativo 276, clc 24 de
marzo de 1984, sc rcfcrian a la reposición.

El derecho a la reposición dcl régimen de la carrera admjnistrativa no sobrevivró, FUes,
a la promulgación de Ia Constitución el 29 dc diciembre de 1993. No cambia las cosas
que hayan transcurrido casi veinticinco años sin que algunos se percaten de ello.

Por tanto. considero que el rccurso de agravio constitucional dcbe rechazarse porque no
cstá rclacio¡ado con el contenido constifucjonalmente p¡olegido del de¡echo invocado.

r-o q

SARDON DE TABOADA
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FI]NDAMENTO DE VOTO DEL MACISTRADO ESPINOSA.SALDAÑA
BARRERA

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas, pero me permito señalar lo
siguiente:

ED primer término, y sin duda alguna, una preocupación central de quien imparte
justicia en general, y de este Tribunal Constitucional e¡ particular, es la de

asegurar el cumplimiento de sus decisio¡es. En esc sentido, en la sentencia

recaída en el Expediento 00002-2010-PI/TC se declaró infundada la demanda

de inconstitucionalidad, interpuesta en contra del Decreto Legislativo 1057,

que regula el Régimen Especial de Contratación Administrativa de Servicios
(cAs).

Esto ha llevado a que el Tribunal Constitucional haya desestimado, en

numerosas ocasiones, demandas donde trabajadores quij laboraban al amparo de

cstc régimen especial habian solicitado su reposición en el cargo que venian
desempeñando en condición de trabajador pe¡rnanente, alegando la
desnaturalización de su contmto. Esta práctica constante, como queda claro,
resulta coherente con lo decidido en la sentencia recaida en el Expedie¡te
00002-2010-PI/TC.

Ahora bien, y más allá de lo señalado a nivel jurisprudencial, resulta perti¡ente
recordar quc cl Régimen Especial de Contratación Administrativa de Se¡vicios
(CAS) surgió con la intención de dejar atrás la Contratación por Servicios No
Personales (SNP), ampliamente extendida a inicios de la década pasada. Sin
embargo, resulta claro que, luego de va¡ios años de utilización, no parece quc

este sistema de contratación rcsponda actualmente al objetivo de forjar una
administración pública eficiente, basada en la meritocracia y la igualdad dc
oportunidadcs en el acceso a los cargos públicos.

En efecto, ello no podia ser de otro modo dada la temporalidad o, mejor dicho, la
transitoriedad que debia tener este régimen especial y que quedó plasmado en Ia
Ley 29849, que establece la eliminación progrcsiva del Régimen Especial del
Dccrcto Legislativo 1057 y otorga derechos laborales, en cuyo artículo I se

dispuso como objetivo "establecer la eliminación del Régimen Especial de

Contratación Administrativa de Servicios, regulado mediante el Decreto
Legislativo 1057. (...) La climinación del referido régimen se efectúa de manera
progresiva y de conformidad con las disposiciones establecidas en la prcscrtc
L"y".
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5 Sin cmbargo, y contra lo que püdieÉ pensalse, lo cierto es que, después de

varios años, el Régimen Especial de Co¡tratación AdminisÍativa de Servicios
(CAS) no solo continúa existiendo si¡o que también ha venido c¡eciendo de

manera sostenidá a una tasa promedio anual de 8% en el pcríodo 2009 - 2016,
de tal forma que actualmente represental al 22% del cmpleo púb]ico sujeto a un
régimen laboral, como bien se desprcnde dcl Info¡me "Régimen Especial de

Cont¡atación Administrativa de Se¡vicios", emitido por la Autoridad Nacional
dcl Servicio Civil (Servir).

En ñérito a lo expuesto, este T bunal estima que la cobertura constitucional y
legal de este régimen especial no puedc ni debc ente¡derse como una co¡NtaDte,

y sin variación alguna cn el tiempo, máxime si cada vez son más el número de

causas que plantean problemáticas complejas que giran en tomo a la
pemanencia de este régimen. Citamos, a modo de ejemplo, los casos dc
trabajadoras embarazadas a las que no se les renueva el co¡rhato, trabajadorcs
sindicalizados o que buscan forma¡ un sindicato, trabajadores que son
contratados inicialmentc bajo divcrsas modaiidades para luego, con el fin de no
otorgar Ia reposición en un eveDtual proceso judicial, se les hace firnar contratos
CAS, entre otros supuestos.

Siendo así, cabe preguntarse por cuánto tiempo más el mantenimiento de este

régimen especial contará con una cobertura constitucional y legal suficiente,
¡¡uy independientemcnte de las loablcs intencioncs que podrían guiar a quienes
han permitido su permanencia. En ese sentido, considero que éste representa un
punto sobre cuyos alcances conviene conversa¡,

Por último, co¡vicnc prcnunciarse si en mé to a la propia estructura del
Tribunal Constitucional peruano, los procesos que alli se atienden y lo que
implica materializar las sente¡cias ya emitidas, este Alto Tribunal cuenta con la
debida capacidad operativa e institucional para afrontar los problemas existentes
en el escenario aqui descrito.

Adelantando algo de esa discusión, convendría señalar quc si bicn cs cierto quc
el ejercicio de las competencias explicitas e implícitas de un Tribünal
Constitucional puede reivindicar ciefias funciones y potestades para síJ aunque
no se encüentran expresamentc reconocidas para é1, sjempre y cua¡do se

encuenhen dentro de lo "constitucioDalmente ¡ecesario", y no, como alegan
algunos, de lo "constitucionalmente posible". Señalo esto en mérito a que
considero que, en estricto respeto a una scparación dc funciones y un criterio de
conección firncional, el Tribunal Constitucional peruano debe eDtender que en
rigor a quien coresponde solucionar Ia problemática en tomo a la aún

6
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permanencia del Régimen Especial de Contratación Administrativa de Servicios
(CAS) es al lcgislador.

Lo recientemente señalado, por cicrto, no debe lleva¡ al inmovilismo de un

Tribunal Constitucional, cuya labor es precisamentc la de defender y promover
la fuerza normativa de la Constitución y la vigencia efectiva de los derechos,

labor que, por ciefio, implica resolver conforme a Derecho, inclusive muy a

despecho de los vacíos o insuficiencias que pueda presentar el ordenamiento
ju dico vigente del país donde le toca actuar.

Estamos pues ante materias sobre las cuales se hace necesario conversar! y
evaluar 1o decidido en su momento, máxime cuando se aprecia que no sc cstán
produciendo los cambios legislativos que estc Tribunal Constitucio¡al habia

tomado como presupuesto para decidir en determinado sentido en las

controversias que resuelve en relación a este régimen especial.

Ahora bien, también existe un segundo tema que anotar; y es que la labor dcl
juez constitucional, que tiene por fin último el reconocimiento y la tutela de los
derechos, debe, precisamentc, superar cualquier dificultad, limilación o

formalidad que diñcultc ese quehacer- En ese sentido, dcbc dejarse de lado
cualquier interpretación fo¡malista de una ¡oIma o un concepto. Además, debe
corregirse en sede de la interpretación constifucional cualquier lecfura formalista
y en puridad técnicamente incorrecta de la normatividad vigente, máxime si se

trata de tutelar los derechos-

tcry')
S

/Yz- (

Loqúe

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA.
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12. Como sí¡tesis entonccs a este primer tema, en tanto y en cuanto el Régimen
Especial de Co¡tratación Admi¡istrativa dc Se¡vicios (CAS) se encuentra
plenamente vigente y sü constitucionalidad ha sido confirmada, todavia seglirán
existiendo pronunciamie¡tos que guarden coherencia con dicha posición. Si¡l
embargo, resulta indispensable a¡alizar si 1o ahora previsto permite urra

paficipación del T¡ibunal Constitucional peruano que, sin romper los
parámetros constitucional o legalmente necesarios y su real capacidad
operativa, pueda afrontar los problemas derivados de la supervive¡cia de este

régimen especial, más allá de lo inicialmcnte proyectado.
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la poteslad qu€ me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente loto singular, para expr;sar respetuásamente
que disiento del precedente vinculante estab¡ecido en la Sentencia 009g7_)014-PA/IC.
SENTENCIA INTERLOCUTORTA DENEGATORIA, por tos fundamenros que a
continuación expongo:

2

La Constitución de 1979 creó el ]'ribunal cle Garaotías Constitucionales como
instancia de casación y la Constituc¡ón de 1993 convirtió al Tribunal Constitllcional
en instancia de fallo. I-a Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitt¡cional. dispuso la creación de un órgano a¿l ¡oc. indeDendiente del poder
Jud¡cial. con la larea de Saranti/:rr Ia \uprem¿!rr con\liluc¡onai ) la r igenci¡ plen,
r.le los derechos fundamentaleq

l,a Ley Fundamental de lg79 cstableció que el Tribunal de Carantias
ConstitLrcionales era un órgano de control dc la Conslitución, que ten ía jurisdicc ión
en todo el teritorio nacional para conocer, en yía de cas.rción,¿elos haieas corpus
y anparos denegados por el poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunaino
constituía una instancia habilitada para fallar en lorma definitiva sobrc la causa. Es
dccir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la Constilr¡ción.

En ese sentido, la Ley 23385. Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Con\lirucioD:tle\. \ igenre cn ese momento. (.lableiió, en .us ¿nlculo. 42 al 40. oue
dichu orgJno. al enconlrar unr re\olucion denetaruria que ha violado h ley o io'ha
aplicado en fbnna errada o ha incurrido en graves vicios procesal;s en la
lrdmitacion ) re\olución de la dcmanda. frl,cederi a cd\ar la ¡enen.ia r. lucpo de
.enJlar la Jeficicncia. derolrera los acrurrlos a la Corie Suprcma dc Ju,ticia"<le la
República (rec¡rvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineam¡entos,
procedimiento ql¡e, a todas luces, dilataba en exceso Io; procesos co¡stitucionale;
mencionados,

El modelo de tü{ela ante amenazas y vulneración dc derechos fue seriamcnte
modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar. se amplian los
mccanismos de tutela de dos a cuatro. a saber, habeas corpusl attrparo, ha'beas data
y acción de cumplimiento. En segundo l!¡gar, se crea al Tribunal Constitucional
como órga¡o de control de la constitucionalidad, aun cuendo l¿ Constilución lo
califica erróneamente como "órgano de control de la Const¡tución',. No obslante, e¡l

l
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5

maleria de procesos constitucionales de Ia Iibertad, la Conslitución establece que el'fribunal Constitucionales instancia de revisión o fallo.

Cabe señalar que la Constitución política del perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde a¡ Tribunal Const¡tucional ,'conocer, en últina y
rlelnitira instancia, las re.yoluci¡ne,g denegatorias clictdllas en los procesos i"
habeas cor|tu.r, ampero, habeas data ! acció cle cumplimienLo,,. Está disposición
constihrcional, desde una posición de franca tutela de ios derechos fundaÁentales.
exige que el lribunal I on,tirucional escuche ¡ eralue lo- alcgato, de quien se
estima amenazado o ag¡aviado en un derecho fundamental. Uia lectura diversa
contravendria mandatos esenciales de la Constitucjón, como son el principio de
,le[en.a Je la persona human. ) el re.pero de su dignidad .o.o nn .upr..á J" iu\ociedad) del f rlado (aniculo lt. t 'la ohenan, u d,.l debido pro,',,o t tutelajun'Jicdonc¡l- ¡,tng n,t p, 

^ona 
puedt \er de,viu,la ,lt 'la 

¡uri¡.li cion
prcde t, rmiaada fot la l, | . ni ion¿ t ida a ptttc?dinpnb Jirt intu J¿ los ¡revtamenree.'¡t¿bl¿cúus. ni ruzgtJa p,,r org¿no, Jundi,\ionalct d" ,rr"o, ión n, on,
,onttsionc, ?*p,, iak5 trcad,t, al ekctu cual.tnera ,ea ,u ienoninaai,r,
con\ñgrada en el anrculo lJa, inci.o 3.

6. Como se advieúe, a difercncia de lo que acontece en otros paises, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la ;ia del celtiorar¡
lsuprem.r Corle Je lo5 fsrados Unidosr. en el perú el poder Constirr,¡ente opto por
un órgano supremo de interp¡etación de ¡a Constitución capaz de injresar ai fondo
cn los l¡amados procesos de la libeftad cuando el agraviado no hayi obtenido una
protección de su derecho en sede del poder Judici;I. En otras paiabras, si lo que
está en_discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fund;ental, se
debe abrir la vía correspondiente para que el liibunal Constitucionai pueda
pronunciarse, Pero la apertura de esta via solo se producc si sc oerm'ite al
peticionante colaborar con los jueces constirucionaler mediante un por;enorjzado
anali5is de lo quc \e prcteade. de lo que se inroca.

7. Lo constitucional es escuchar a ia parte como concretjzación de su derecho
iffenunciable a la defensa; adcmás, u¡ Tribunal Constituciona¡ constitu,ye el más
efectivo medio de defensa de los derechos fundamenrales frente a loi ooderes
públicos y privados, lo cual evidencia el rriunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

EL DERECHo A s[R oiDo coMo MANIIESTACIóN DE LA DEMoCRAT¡ZACIóN DE L(Js
PRocEsos CoNsTtrucIoNALEs DE LA LTBERTAD

8. La administración de justicia constitucional de la libertad que brinda e¡ Tribu¡a¡
Constitucional, desde su creación, es respetuosa, como coffesponde, del derecho de

nT1
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delensa inherenle a toda persona, cula manirestación primaria es el derecho a ser
oído coñ todas Ias debidas garantías al interior dc cualquier proceso en el cual se
dclerminen su. derechc.. inierese\ ) obligaciuner

Precisamentc, mi aiejamiento respecto a Ia emisión de una ¡csolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacio¡ado con la defensa. Ia cual. sólo es
cle(ri!a cuando elju.ticiable ) sus abogados pueden e\poner. de mancra (scrita )oral, los argumentos pel1inentes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervenc¡ón de las partes, corresponde señalar que, en tanto que Ia
potestad dc administrar justicia consrituye una manifestacián del poder iue el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucion;l cuan;o se
brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

I ¡ . Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus interescs.
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidifla sobre la esfera de interés de
una. persona sin permitirle alegar Io corespondiente a su favor, lo que resultaria
excluyente y anlidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deUer
ineludible de optimizar, en cada caso concrero, las ¡azones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de jusricia, sino por la jusricia de ,u, .u.on".. ou,
expresar de modo suficiente las razones Je derecho ) de hccho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corte Interamer¡cana de Derechos Huma¡os ha establecido que el
derecho de defensa "obliga dl Estado a tratar al ifitli,íduo en todo 

^or"rrr'"onuu yerdadero sujeto del proceso, an el más antplio sefitído de este co cepto, y no
símplemente como objeto del mismo',1, y que ,,pira que exísra debido proi""uí"grt
es preciso que un justic¡able pueda hat.et vdLer su.t clerc(.hos y delenJer sus
intereses en formc¡ efect¡va y en condi(.iones Je igualdod proc""ul co, orro.r
iusticiaht¿s'a

I Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs
páftalo 29.

I rinidad y Tobago,
2 Corte IDH. Caso Hila¡re, Constantine y tsenjamin y otros vs
sentencia de¡ 2l dejunio de 2002, páffafo 146.

Nl
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NATURALEZA PRocESAL Dtrr, IIECURso D¡t AcR{vIo CoNsTITUctoNAL

13. El modelo de "instancia de fallo,,plasmado en la Constilución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violacián de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

1.1. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"sentencia ¡nterlocutoria"- el rec¡¡rso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdade¡a esencia j uríd ica, ya que el Iribuna¡ Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos ,'recalificar', el recurso de agravio constitucional,

15. De conformidad con los artículos l8 y 20 del Código procesal Constjtucional, el
Tribunal Constitucional no ,'concede,, el recurso. E;ta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal Io que le corresponde es conoccr del
ll,{C y pronunciarse sobre el fondo. por e¡de, no ie ha sido dada la competencia de
rechazar dicho .ecurso, sino por el contrario de ',conocer,' lo que Ia parte alega
como un agravio que le cau.a indelen,ion,

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria,,establece como supuestos para su
aplicación fórmulas irnprec¡sas y amplias cu)o conrenido. en el mejor de los casus,
requiere ser aclarado. justiflcado y concretado en supuestos especificos, a sabcr,
identificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirjo, ni justificarto,
coovierte el empleo de la precitada sentcncia en arbitrario, toda vez que se podria
afectar, entre otros, el dcrecho fundamcntal de defensa, en su nanif.esiació¡ ie scr
oido con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentcs de predictibilidad, alectando notablemente a los iusliciables. qutenss
tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal Consritucional anres de prese;tar su
rrspecrir ¡ demanda.

Por lo deñás, mutatis m¡r¡andir, el precedente vinculante contenido en la Sentenciá
00'187-2014-PA l( repire lo senalado por cl lribunul Con.rirucionai cn o(ro\
fallo-. .omo en el caso Luis Sánchcz I agom¡rcino Ramirez tscnlrncia 02877-
2U05-PHC lCr. Del mismo moJo. conslilu)e una reafirmación dc la naluraleza
procesal de Ios procesos constjtucionales de ¡a liberrad (supletoriedad, vía previa,
vias paralelas, Iitispendencia. invocación del derecho constitucional Iíquido y
cierto, etc.).

Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales cle la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordina¡ios no constituve Lrn
moll\1, pdra que \e puedd desvinuar ¡a e5(ncia princinal del recurro de aáravro
constitucio.al.

IM
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19. Por tanto, si s€ tiene en cuenta ql¡e la justicia en sede constitucional representa la
últi¡na posibilidad para proteger y reparar los derechos fun<jamenta-les de los
agraviados. voto a favo¡ de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Consrjrucional, en tanto instancia últirna y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justici; en el poder Judicial;
espeiialmenre:i sc riene en .,uenla que. dgotrda ia,,ia.onsritucio¡al. a¡ iusliciable
\olo lc queda el camino de la iurisdic,.ion inrernacional de prorccción de derechos
humdnos.

ttywl Laq c

20. Como afirmó.Raúl Ferero Rebagliati, ,,la defensa de¡ derecho de uno es, almismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pues s¡ toda garantia constiiucional
entraña el acceso a Ia prestación jurisdiccional, cada cual a] defencler su derecho
está defend¡endo el de los demás y el de ¡a comunidad que resulta oprimida o
enr ilecida ¡in la prorección judicial aulentica.,.

S.


